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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Álvaro F. Lorenzo. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Gustavo Bernini, Gustavo Borsari Brenna, Diego 
Cánepa, Luis Alberto Lacalle Pou, Jorge Orrico, Edgardo Ortuño y Javier Salsamendi. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Germán Cardoso y Daniel García Pintos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Lorenzo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Quiero informarles que estuve en comunicación con la señora Ministra Daisy Tourné, quien me manifestó 
que ha tenido algunas complicaciones por hechos de pública notoriedad y que en el día de hoy va a coordinar 
su concurrencia a la Comisión. 


SEÑOR BERNINI.- En el día de ayer, en uno de los puntos del orden del día de la Cámara figuraba un 
proyecto de ley que declaraba feriado laborable el día 24 de octubre para la ciudad de Conchillas, 
departamento de Colonia, y feriado no laborable el 24 de octubre de 2012, con motivo de cumplirse el 
125” aniversario de su fundación. 


En el curso del debate percibimos que el proyecto se refiere a la "ciudad", cuando Conchillas no tiene este 
rango, por lo cual debe cambiarse "ciudad" por "pueblo" en los tres artículos del proyecto. Optamos por que 
el tema volviera a Comisión, y yo me comprometí creyendo interpretar al conjunto de los colegas a tratar de 
resolverlo en el día de hoy en la reunión de la Comisión, para darle un rápido tratamiento en el plenario. Por 
tanto, sugiero que se considere antes de ingresar al orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los miembros de la Comisión están de acuerdo, se va a votar la 
modificación propuesta por el señor Diputado. 


(Se vota) 
——- Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Se designa miembro informante al señor Diputado Lacalle Pou. 


Previamente, debemos informar que nos llegó una comunicación firmada por el señor Subsecretario de Salud 
Pública y el Director del Programa Infamilia del Ministerio de Desarrollo Social invitando a los miembros de 
esta Comisión a participar de tres instancias de trabajo, en el marco del proceso de conformación de la 
Estrategia Nacional para la Infancia y la Adolescencia, a cargo del Comité de Coordinación Estratégica en 
políticas de infancia y adolescencia. 


(Diálogos) 


——— Sugiero que se me faculte como Presidente para coordinar con todos los miembros de la Comisión 
quiénes van a participar. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en primer término del orden del día: "Inmuebles rurales 
empadronados con los Nos. 43.137 y 54.422, ubicados en el paraje Aguas Dulces, 4a. Sección Judicial del 
departamento de Rocha. Se transfieren a título gratuito del patrimonio del Estado al del Instituto Nacional de 
Colonización". 


Ha llegado una carta del Intendente Municipal de Rocha fechada el 23 de agosto, quien manifiesta que tiene 
interés en el desarrollo del lugar pero no en la adjudicación de la propiedad del inmueble. A su vez, el señor 
Diputado José Carlos Cardoso nos acercó un plano del lugar y se puso a las órdenes para concurrir a la 
Comisión si fuera necesario. 


SEÑOR ALONSO.- Me puse en contacto con el señor Diputado José Carlos Cardoso, quien había sido 
nombrado en la reunión de la Comisión anterior. Sin duda, hay una interpretación distinta, que quiero 
que conste en la versión taquigráfica. Él me dijo que de ninguna manera avalaba el proyecto de ley y 
que no le parecía conveniente. Me manifestó que había sido informado de la situación; me parece que 
no se requiere invitar al señor Diputado José Carlos Cardoso, pero si es necesario, podemos hacerlo. 


En la sesión pasada se dijo que se había consultado al señor Diputado José Carlos Cardoso y se habló de su 
condición de integrante del Partido Nacional; eso está dentro de las reglas de juego, pero quiero que conste 
que yo sí hice la consulta con el señor Diputado José Carlos Cardoso, quien me dijo que no estaba de 
acuerdo. Lo podemos consultar si les parece preciso. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Simplemente, me voy a remitir a lo que dice la versión taquigráfica, que fue 
lo que planteé. Me sorprende esto. 


Dije que informalmente hablé con el señor Diputado José Carlos Cardoso, a quien, en principio, le pareció 
bien la propuesta, y que no estaba diciendo que fuera su opinión definitiva; inclusive, dije que exoneraba 
completamente al señor Diputado José Carlos Cardoso de la opinión que había trasmitido, porque no estaba 
manifestando una posición oficial ni nada que se le parezca. Intenté aclararlo otra vez; se ve que no fue 
suficiente, y lo aclaro nuevamente. Así fue planteado y así consta en la versión taquigráfica. Obviamente, está 
saldado, laudado, cuál fue su opinión. Insisto: siempre las palabras y los textos admiten diversas 
interpretaciones. Yo me remito a lo que dije cuando lo planteé. 


SEÑOR ALONSO.- Que quede claro que los dos Diputados del departamento no tienen la misma 
opinión por lo menos, yo conozco cuál es la opinión del señor Diputado José Carlos Cardoso, y en la 
sesión pasada se dijo que los dos tenían una posición favorable. 


Pregunté si se había consultado, como se había propuesto, al Intendente Municipal, y no se había hecho. 
Ahora sí tenemos una respuesta. Yo me ocupé de hablar con el Intendente Municipal para ver cuál era su 
opinión. Felizmente postergamos el tratamiento del proyecto de ley, porque la información de la que se 
disponía el sábado pasado no estaba confirmada por más de una fuente. 


SEÑOR BERNINI.- Solicito que se pase a intermedio por el término de diez minutos. 
SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar. 


(Se vota) 

——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Se pasa a intermedio por diez minutos. 

(Así se procede) 

——— Continúa la reunión. 


Hay acuerdo en postergar la consideración de los asuntos que figuran en primer y tercer término del orden del 
día y en poner el que figura en octavo término a continuación del segundo. 


En discusión el asunto que figura en segundo término del orden del día: "Atentado contra la regularidad de 
las telecomunicaciones. (Modificación del artículo 217 del Código Penal)". 


SEÑOR CÁNEPA.- Este proyecto que envía el Poder Ejecutivo, como señala su exposición de motivos, 
es una modificación de la redacción del artículo 217 del Código Penal, que refiere al atentado sobre la 
regularidad de las telecomunicaciones. Actualmente, el artículo del Código Penal tiene otra redacción 
y, por tanto, el tipo penal explicitado en el artículo 217 es diferente del que vamos a expresar en este 
proyecto de ley, por los fundamentos que expondremos. 


El Poder Ejecutivo recoge un planteo realizado por la Administración Nacional de Telecomunicaciones 
ANTEL sobre la gravedad del vandalismo reiterado y los actos de hurto situación que todos conocemos, en 
relación con insumos imprescindibles para realizar los servicios del Ente. Estos casos que todos hemos 
conocido, han provocado debates en los últimos dos o tres años sobre la situación, no solo de ANTEL sino 
también de UTE. En este caso, se trata específicamente de ANTEL y de insumos más específicos, que tienen 
que ver con las telecomunicaciones, con centrales y con elementos de conexión de telecomunicaciones. 


El artículo 217 del Código Penal, que casi no sufrió ninguna variación desde 1934, castiga conductas que 

atenten contra la regularidad de las comunicaciones telefónicas, telegráficas o inalámbricas, pero el requisito 
típico que agrega es que sea siempre relativo a la seguridad del transporte público cuando se atenta contra la 
regularidad de las comunicaciones telefónicas, telegráficas e inalámbricas. Esto ha neutralizado la aplicación 


práctica de la norma cuando no ha habido un elemento típico en muchas de las conductas que se quieren 
perseguir. 


Hay casos de sustracción o destrucción de elementos afectados al servicio de telecomunicaciones que 
producen un daño a toda la comunidad por interrupción de los servicios. Estos hechos, por no configurar una 
conducta típica de las previstas por el artículo 217, no encuadran dentro de ninguna de las previsiones del 
Código Penal. Por eso, de acuerdo con la opinión de la Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales y 
Registrales del Ministerio de Educación y Cultura, y siendo que ya existe un tipo penal específico, se 
propone el presente texto, a fin de eliminar ese requisito y adaptarlo a la terminología actual, poniéndolo en 
consonancia con el avance que la tecnología ha tenido en los últimos setenta años en materia de 
telecomunicaciones, lo que ya está definido en nuestro ordenamiento jurídico por el artículo 12 de la Ley N* 
16.211, de 1991, recogiendo textos aprobados por la Unión Internacional de Telecomunicaciones en las 
Conferencias de Torremolinos del año 1973 y de Niza en 1989. La modernización de este artículo va a 
redundar en el beneficio de que se va a poder aplicar según la original intención del legislador al redactar el 
Código Penal de 1934, en la que los bienes tutelados correspondían a tecnología de la época, a cómo eran las 
comunicaciones y los fundamentos que tenían. 


Hoy, se actualiza la tutela del bien jurídico que se pretendía proteger en este artículo 217 que por el paso del 
tiempo ha quedado obsoleto en su aplicación práctica, porque los requisitos que se piden ya no son los 
esenciales que se querían proteger, porque las comunicaciones y las telecomunicaciones pasaron a ser 
elemento fundamental inclusive en el manejo de la economía moderna. Por lo tanto, el requisito de poner en 
peligro la seguridad de los transportes públicos según el alcance de la definición de transporte dada en 
nuestra legislación, implicaba una restricción a la aplicación de este artículo. 


Estos son los fundamentos, pero adelanto que la bancada de Gobierno está atenta a cualquier sugerencia que 
mejore el proyecto. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En la misma línea de lo que planteaba el señor Diputado Cánepa, 
conversamos con él y queremos ser absolutamente sinceros en este acto. Aún tenemos algunas dudas 
con respecto al agravante del inciso segundo. De todos modos, por los elementos que brindaba en su 
exposición el señor Diputado Cánepa, es imprescindible aprobar una norma que adapte el artículo 217 
del Código Penal a la realidad actual. 


Reiteramos y lo dejamos planteado a los efectos de su eventual tratamiento en Sala que hay que analizar con 
especial cuidado, tanto desde el punto de vista criminológico como dogmático, la agravante planteada en el 
inciso segundo del artículo 217 del Código Penal que se propone. 


SEÑOR ALONSO.- Indudablemente, se está modernizando la tipificación del delito en virtud de la 
evolución de la tecnología. Creo que este tipo de delito ha venido creciendo, y representa un gran dolor 
de cabeza para la Administración. Sin embargo, no solo a ANTEL se le genera ese tipo de 
circunstancias sino también a UTE, y no sé si hay algún delito tipificado en relación con la trasmisión 
de energía eléctrica. 


Estamos hablando de los cables, ¿no es cierto? Roban los cables de teléfono por el cobre, pero también los de 
la luz. Mi duda es la siguiente: si estamos actualizando la legislación en esta materia, ¿no es necesario revisar 
también ese otro tema y ver en qué estamos? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que el planteo del señor Diputado Alonso es muy correcto. El 
delito, tal cual está planteado en la nueva redacción, incluye el atentado de los "hackers", la gente que 
interrumpe las telecomunicaciones sin lo que el segundo inciso considera, que es con la agravante de la 
destrucción o sustracción de los cables. Pero si vamos a aceptar que haya una agravante, que se 
incorpore a otro delito cuando se refiere a energía o que este delito tenga una regulación; que no sea 
solamente referido a las telecomunicaciones sino que hagamos un tipo delictivo más amplios que se 
refiera también a la energía, con esa agravante de destrucción del soporte físico, tanto de las 
comunicaciones como de la transferencia energética. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En mi opinión, la preocupación del señor Diputado Alonso está resuelta en 
otros artículos del Código Penal. De todos modos, me parece que siempre que se legisla sobre 
modificaciones del Código Penal, con la importancia y la implicancia que eso tiene, hay que ser 
cuidadoso. Por tanto, es mejor postergar el tratamiento del tema para la próxima sesión, analizar 
concretamente ese planteo que se realiza y hacer el estudio que corresponde, para saber si 
efectivamente está resuelto o si requiere una ampliación del tipo penal que estamos promoviendo y que 
se consagre también para las situaciones que planteaba el señor Diputado Alonso. 


También hay que analizar la agravante que viene planteada en el inciso segundo del artículo propuesto en el 
proyecto. 


SEÑOR LACALLE POU.- Actualmente, las telecomunicaciones no se ven circunscriptas al tema de los 
cables; diría que cada vez más menos cables y más antenas; cada vez más métodos de infracción o de 
daño producidos por alteración de frecuencias o de ondas, de interceptación. Entonces, no podemos 
pensar en la figura actual, que se da en muchos lugares de nuestro país, por la que atan los cables a la 
cola de un caballo y los van sacando, y después los van pasando en los hornos de ladrillo y queman el 
plomo y el cobre. Tenemos que ir mucho más allá. 


Escuchando la explicación del señor Diputado Cánepa, me pareció que se hablaba básicamente de ANTEL, y 
las telecomunicaciones van a dejar de ser del Ente. Me aclara el señor Presidente que viene impulsado por 
ANTEL, pero esto es sobre las telecomunicaciones en sentido amplio, y como cada vez más van a participar 
otras empresas, otros agentes, en las telecomunicaciones y cada vez menos ANTEL, si queremos hacer un 
proyecto abarcativo, me parece que por lo menos en el informe, en la exposición de motivos o acá debemos 
decir que abarca todo lo que hace a las telecomunicaciones. De todos modos, la postergación me parece una 
actitud prudente. 


SEÑOR ORRICO.- Después de esta intervención, lo que iba a decir pierde sentido, porque yo iba a 
contestar diciendo que algunas objeciones que se plantearon cuando se hablaba del cable ya estaban 
consideradas, porque ese es el delito de hurto, en este caso, de energía eléctrica; de manera que no 
habría por qué legislar sobre eso. 


De todas maneras, no entendí bien digo la verdad por qué se hace tanta referencia a ANTEL, por más que sea 
la que lo pide, porque acá en ningún momento aparece como sujeto pasivo. Esto sería para cualquiera, 
aunque aclaro que estoy razonando en voz alta. 


SEÑOR LACALLE POU.- Le asiste razón al señor Diputado Orrico en cuanto al texto expreso, pero 
como el señor Diputado Cánepa hizo dos o tres referencias a las telecomunicaciones de ANTEL, hice 
hincapié en esto para que conste en la versión taquigráfica que el proyecto de ley, como dice el señor 
Diputado Orrico, no menciona a ANTEL si no que es genérico. 


SEÑOR ORRICO.- Ahora entendí. Creo que es correcto lo que se está afirmando. Lo que sucede es 
que cuando el Poder Ejecutivo manda el proyecto lo hace en base a lo que le está informando ANTEL; 
esa es la realidad. De todas maneras, todos sabemos que la discusión no forma parte del texto de la ley 
que, en ese sentido, es muy claro, pero se puede aclarar más. 


Yo me afilio al concepto de que esto merece ser estudiado y, por lo tanto, me parece que tenemos que 
postergarlo para el miércoles próximo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se posterga la consideración de este asunto. 
(Se vota) 


——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se pasa a considerar el asunto que figuraba en octavo término del orden del día y pasó a ser tercero: 
"Máquinas electrónicas de azar. (Se solicita al Poder Ejecutivo la reglamentación de su explotación)". 


SEÑOR LACALLE POU.- Hace ya bastante tiempo que vino AUFOJE a brindar sus explicaciones. En 
lo personal, fue revelador acerca de vacíos legales; incluso, algunos creían que se podría estar ante una 
inminente infracción legal, y los principios de legalidad en este caso le podrían asistir. 


La versión que esgrime la gente de AUFOJE, es muy prolija, acabada e inteligente, y nos parece una buena 
postura por parte del Parlamento solicitar al Poder Ejecutivo que se expida sobre algo diseminado por todo 
nuestro país y sobre el cual hay un vacío legal. Como lo que no está prohibido está permitido, yo parto de la 
base de que está permitido, y habría que regularlo. 


SEÑOR SALSAMENDI.- La absoluta mayoría de los juicios planteados hay alguno en curso ha 
determinado la no existencia de una falta ni de un delito o, por lo menos, de una figura que encuadre 
típicamente en una falta o delito. También así se expide en un libro bastante reciente el doctor 
Delpiazzo específicamente sobre este tema. 


No son los únicos juegos de azar o que brindan premio que se desarrollan en Uruguay sin estar directamente 
vinculados al monopolio de la Dirección General de Casinos o de la banca de loterías y quinielas. Eso 
también es una preocupación. Existen muchos programas de televisión, de radio, etcétera que otorgan 
premios. Hay casas comerciales que otorgan premios; me parece que es un tema más general, que requeriría 
un análisis. 


Quiero expresar cuál es la intención de esta minuta de comunicación, por lo menos en la propuesta de alguno 
de los firmantes. No estamos planteando que el Poder Legislativo se expida sobre si la actividad comercial es 
lícita o no. Obviamente, estamos expresando nuestra opinión de que en este momento no existe ningún 
elemento para considerar que sea ilícita ni estamos diciendo que sea conveniente o no. Planteamos que existe 
una situación de hecho que requiere una regulación determinada, cualquiera sea, en lo posible, con la 
participación de las partes que tienen que ver en el tema. Ese es el espíritu de la minuta de comunicación. 
Obviamente, entendemos que lo peor que puede ocurrir es que la situación siga tal como está; 
definitivamente, esa es la peor situación y, por esa razón, está planteada esta minuta de comunicación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 
——- Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Ha sido propuesto el señor Diputado Salsamendi como miembro informante del proyecto. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en cuarto término del orden del día: "Registro Nacional de 
Abusadores de Menores y Pederastas. (Creación). Delito de violación. (Se modifica el artículo 272 del 
Código Penal en lo relativo a la pena máxima y circunstancias agravantes)". 


SEÑOR LACALLE POU.- Se trata de dos proyectos de ley que castigan de distinta manera algunos 
hechos que no sé si se están dando con más frecuencia pero, por lo menos, están siendo más 
denunciados y han generado alarma pública. Creo que los gobernantes no podemos estar ajenos a este 
clamor popular de castigar duramente a violadores y abusadores de menores y tratar de prevenir que 
reincidan. 


En ese sentido, increíblemente, a la vez que presentamos este proyecto de ley, vimos que en España, la 
primera vez que se ponen de acuerdo el Partido Socialista Obrero Español y el Partido Popular es acerca de la 
creación del Registro Nacional de Abusadores de Menores. A los pocos días, el Presidente Calderón, en 
México, sale a hablar de un Registro Nacional de Abusadores de Menores. Es un tema actual a nivel mundial, 
y me parece que nuestro país, lamentablemente, está en la misma situación que otros países del mundo. 


Uno de los proyectos habla de la pena máxima del delito de violación establecida en el artículo 272 del 
Código Penal. Por supuesto que esto supone una categorización del delito. La máxima vigente es de doce 
años y nosotros la queremos llevar a treinta años cuando concurran agravantes especiales que no existían en 
el delito de violación. 


Hace pocos días tuvimos una implacable exposición por parte de la Cátedra de Psiquiatría, en la cual se nos 
decía que el 85% de los delitos de abuso o más son cometidos por gente cercana, con lazos sanguíneos o de la 
confianza de los menores. En ese sentido, generamos agravantes especiales en un numeral 2) del artículo 272, 
y queremos que la Cámara de Diputados se exprese acerca de la conveniencia o no de agravar las penas y 
generar agravantes especiales para este asqueante delito de violación. 


El segundo proyecto de ley es el más innovador. Se propone crear un Registro Nacional de Violadores de 
Menores y Pederastas, que ya les comento que me gustaría modificar el nombre y sacar "y Pederastas". 


La intención es generar con respecto a la gente que ha cometido un delito de este tipo un método de 
conocimiento y de prevención, por supuesto que no ciento por ciento eficaz, porque la persona va a estar en 
uso de su libertad luego de haber cumplido la pena que el Juez le aplique, pero va a tener determinada 
vigilancia o inhabilitaciones que la van a mantener lejos de las posibles víctimas. Es una idea que se está 
llevando a cabo en otros lugares del mundo, y es modificable. 


Escuché una opinión de los Diputados Salsamendi y Orrico referente a la existencia en el ITF de un registro 
similar. No es tan parecido; esto es específico y trae aparejado inhabilitaciones. La forma de ingresar a este 
registro no es la misma que a la del ITF. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero hacer una aclaración que me parece importante. 


Me llamó un periodista y me informó sobre el proyecto, que desconocía absolutamente. En realidad, yo fui 
renuente a hacer declaraciones y el periodista me dio algunas explicaciones. Entonces, le dije que si eso fuera 
así, esto sería de tal manera, pero con toda la provisoriedad de no haber leído el proyecto. Realmente, se me 
hizo decir cosas en base a una información de segunda mano. 


SEÑOR LACALLE POU.- A veces, pasa que la prensa requiere explicaciones y con sacacorchos nos 
hace hacer consideraciones; lo digo sobre todo porque el señor Diputado Orrico no conocía el proyecto 
de ley. 


Me gustaría que la Comisión se expresara sobre estos dos proyectos. Se imaginarán que por la gravedad del 
tema no es solo la voluntad de una presentación sino que responde a un clamor popular justo; lo aclaro 
porque no siempre los clamores populares son justos, pero en este caso creo que lo es. Entonces, ya que 
tuvimos la oportunidad de ponerlos en el orden del día, nos gustaría que la semana que viene se pudiera tratar 
por lo menos el relativo al artículo 272, que es el que requiere menor estudio, y después continuar con el 
Registro Nacional de Abusadores de Menores, para dar una señal importante y tratar de prevenir aunque no 
sea un ciento por ciento. Este es un método idóneo, pero si hay uno mejor, estamos dispuestos a 
acompañarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece positiva la propuesta que se hizo referida a la modificación del 
delito de violación, muy en particular lo que tiene que ver con las circunstancias agravantes. Puede 
haber opiniones diferentes, pero no creo que dé para discutir mucho, en función de que es un tema de 
voluntad legislativa en cuanto a las penas que uno pretende imponer a este tipo de delitos. Con 
respecto a las agravantes, se puede decir lo mismo; así que creo que lo que plantea el señor Diputado 
Lacalle Pou es procesable en esos términos en la Comisión. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- He estudiado el tema. Creo que la propuesta del señor Diputado 
Lacalle Pou es justa y necesaria en los momentos que estamos pasando, para actualizar la legislación 
en nuestro país. Creo que la agravante especial que se propone en el proyecto de ley como ha dicho el 
señor Presidente es una modificación importante a los efectos de tratar, en primer lugar, de disuadir de 
la comisión de este delito tan rechazado por toda la sociedad. Creo que en los plazos normales que se 
dé esta Comisión debería ser votado, a los efectos de dar al Estado, al Ministerio del Interior y a toda la 
sociedad una seguridad respecto de que estas conductas van a ser sancionadas como es debido. 


El Registro Nacional es una complementación que también creemos adecuada, que puede informar a aquellas 
personas o personas jurídicas que utilizan personal que trabaje con menores de edad. Por lo tanto, es un 


conjunto de normas que perfectamente se pueden votar rápidamente para dar al Estado un instrumento más 
de combate a este execrable delito. 


SEÑOR ORRICO.- Me parece oportuno discutir este tema, independientemente de qué posición uno 
tenga. En principio, vamos a pedir que se consulte a la Cátedra de Derecho Penal de la Universidad de 
la República y, si se quiere, también de las universidades privadas. Me parece importante discutir el 
tema al más alto nivel académico, independientemente de que estoy totalmente de acuerdo con que las 
decisiones políticas las vamos a tomar nosotros. No quiero sacar responsabilidades a los nueve 
integrantes de esta Comisión sino tener una infraestructura de conocimientos adecuados a partir de la 
cual tomar decisiones. Que venga la Cátedra no significa otra cosa que contar con el punto de vista de 
gente que está metida en el tema. No sé si conviene consultar a la Asociación de Magistrados del 
Uruguay, pero eso lo veremos. A la bancada del Frente Amplio le gustaría que viniera la Cátedra de 
Derecho Penal. 


SEÑOR BERNINI.- Tenemos voluntad cierta de discutir este tema, porque creemos que es cierto que 
debemos considerar esta realidad y, sobre todo, el aporte que nos pueda dar la Cátedra y, si es 
necesario, la Asociación de Magistrados del Uruguay en cuanto al derecho comparado en materia de 
este tipo de delitos a nivel internacional. 


Reafirmo que tenemos voluntad política cierta de introducirnos en el debate sobre el tema y laudarlo. 


SEÑOR LACALLE POU.- Agregaría que se convoque a las Cátedras de Derecho de la Universidad de 
Montevideo, de la Universidad Católica, de la Universidad de Punta del Este y de la Universidad de la 
Empresa. 


No sé si es posible corregir el nombre del Registro Nacional de Abusadores de Menores, es decir, sacar "y 
Pederastas", antes de enviar ambos proyectos a las Cátedras. 


SEÑOR SALSAMENDI.- ¿Cuál es la razón del cambio? 


SEÑOR LACALLE POU.- Cuando redactamos el proyecto de ley con otros compañeros incluimos 
otros delitos como atentado violento al pudor, etcétera. En realidad, todos los delitos son graves, pero 
nosotros queremos atacar el abuso y la violación al menor. Entonces, el otro término queda fuera de 
lugar porque no están incluidos determinados delitos. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero dejar una precisión por honestidad intelectual. 


El abuso sexual a menores se está estudiando desde el punto de vista sociológico desde hace muy poco 
tiempo. Reconozco que he tratado de introducirme en el tema no desde el punto de vista de las ciencias 
jurídicas sino de las otras ciencias sociales, y con mucha honestidad quiero decirles que tengo muchas dudas. 
Yo no creo con las vacilaciones que la afirmación tiene que en el Uruguay esté aumentando el abuso sexual a 
menores; me parece pero lo digo con mucha humildad que la sociedad uruguaya no tolera más determinadas 
conductas que antes se escondían abajo de la alfombra. Reitero que me parece, porque son muy recientes los 
estudios de otras disciplinas sobre este punto, pero uno tiene la impresión de que esto es así, por algunos 
otros elementos. La discusión va a ser muy rica, porque quiérase o no, el tema está, entre otras cosas porque 
los medios de comunicación de masas informaron algunas cosas que fueron muy aberrantes y eso ayudó 
seguramente junto a otros elementos, porque en estas cosas nunca incide un solo factor a que la gente 
empezara decir: "Esto no se tolera más; esto se denuncia". 


Este tipo de delitos tiene una característica que hacen particularmente difícil su enfoque y es que, en general, 
se cometen dentro del hogar. Ese es un tema muy complejo al cual los sociólogos hacen mención diciendo 
que la sociedad uruguaya, en forma muy reciente, ha descubierto que hay una violencia muy grande adentro 
de los hogares. Entonces, hay que replantearse como sociedad, me refiero; no como Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración qué se hace en estos casos, porque la represión, 
que está bien y tiene que existir, viene después de que las cosas pasaron. Entonces, junto con esto hay que 
plantearse seriamente qué hacemos mal desde el punto de vista educativo, de la socialización de la gente, de 


los valores que se inculcan y todo ese gran abanico; en definitiva, por qué adentro de los hogares de gente 
que se supone que me quiere me pasan estas cosas. 


Quiero destacar que tengo más dudas que certezas y, por eso, tengo interés en que vengan las Cátedras de 
Derecho Penal, aunque no descarto hacer consultas a otras ciencias que también nos van a dar un "sustratum" 
sobre el cual avanzar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos pondremos en contacto con las universidades y sus Institutos de Derecho 
Penal para que concurran a la Comisión. 


Creo que en esta instancia no tiene sentido convocar a la Asociación de Magistrados del Uruguay, por el tipo 
de proyectos que tenemos a consideración. En definitiva, es un proyecto de dogmática jurídica y alcanza con 
que vengan las Cátedras, sobre todo si son varias, aunque seguramente coincidan las personas. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


